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Introducción: objeto del estudio

El objeto de la presente obra se centra el estudio de la institución arbitral,
pues se trata de un medio de solución de conflictos poco utilizado en el
ámbito de las relaciones laborales en contraposición a lo que ocurre con
otras vías de composición de controversias, tal y como son la judicial y la
administrativa. Es por ello que, se ha considerado oportuno hacer una revi-
sión de los textos dedicados a la materia, los cuales se produjeron hace ya
algunas décadas, así como dar a conocer la potencialidad de esta vía tan
poco explorada por la mayor parte de la doctrina, pero que, sin embargo,
suscita un gran interés.

La apuesta por la aplicación de los procedimientos autónomos en el
sistema de relaciones laborales español comenzó a principios de los años
ochenta, lo que supuso que diferentes sectores tuvieran que realizar un gran
esfuerzo para que la conciliación, la mediación y el arbitraje tuviesen cabida
entre los mecanismos extrajudiciales. Así, el poder legislativo incorporó de
forma paulatina en los diferentes textos legales la posibilidad de que las
partes acudiesen a tales vías, aunque lo hizo tímidamente. Por otro lado, el
poder judicial debió ceder en favor de aquellos el conocimiento y la reso-
lución de los conflictos jurídicos, mientras que las organizaciones sindicales
y las asociaciones empresariales debieron guardar sus recelos ante la posi-
bilidad de que la solución de la controversia estuviese asistida o propor-
cionada por un tercero.

Pues bien, ha transcurrido un largo período de tiempo desde que los
medios autónomos se encontrasen en aquel estado embrionario hasta su actual
consolidación, la cual es innegable. Este resultado no ha sido igual para los tres
procedimientos, es decir, para la conciliación, la mediación y el arbitraje, pues
este último se ha potenciado en menor medida. Esta circunstancia se justifica
tras la realización de un análisis sobre las características del citado mecanismo,
en concreto, sobre su tipología, el marco jurídico, los requisitos del árbitro, el
procedimiento arbitral y los efectos del laudo.

Por ello, el objeto de este trabajo de investigación es el de aproximar al
lector a la institución arbitral, caracterizada por sus múltiples matices, ade-
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más de por ser la última pieza del sistema alternativo de composición de
conflictos que falta por desarrollar en toda su extensión. De esta forma, se
ha considerado conveniente analizar la amplia tipología arbitral que encon-
tramos en el ordenamiento jurídico laboral; circunstancia ésta que, a su vez,
da título a la obra.

El trabajo se ha organizado en torno a tres grandes bloques. Uno general,
a través del cual se podrán conocer las cuestiones comunes a todos los arbi-
trajes laborales. El segundo, es el relativo a los arbitrajes voluntarios. El
tercero, se ocupa de los arbitrajes obligatorios, pretendiendo con ello con-
firmar si éstos constituyen una excepción frente a los arbitrajes voluntarios,
pues no podría ser de otro modo en un sistema democrático de relaciones
de trabajo en el que prima la autonomía colectiva. De tales valoraciones se
podrá concluir si esta última subclasificación tiene una verdadera inciden-
cia en la solución de conflictos o no.

A su vez, conviene destacar que las relaciones laborales también pueden
ser clasificadas en atención a sus protagonistas. Esto es, la relación de trabajo
se desarrolla, de un lado, de forma individual entre trabajador y empleador
y, de otro, de forma colectiva, a través de la representación del banco social
y del empresarial. Todo ello tiene su reflejo en el arbitraje, ya que no pode-
mos olvidar que se trata de un mecanismo de resolución de conflictos que
actúa de manera diferente en función de la tipología concreta. Por tanto, el
arbitraje puede ser individual o colectivo.

Asimismo, en el presente trabajo de investigación se ha tratado de incor-
porar y de analizar aquellas relaciones que no se enmarcan estrictamente
en el ámbito de aplicación del Estatuto de los Trabajadores, o lo que es lo
mismo, que se escapan del concepto de trabajo subordinado y en el que
concurre la ajenidad (además del resto de notas de laboralidad). Así sucede
con lo dispuesto en la Ley del Estatuto del Trabajo Autónomo, la cual pre-
senta rasgos más tuitivos respecto a la figura del trabajador autónomo eco-
nómicamente dependiente que frente a la del trabajador autónomo debido
a que el primero depende de una empresa cliente, lo que comporta que su
relación profesional con ésta denote una situación de debilidad contractual,
por lo que las partes no se encuentran en un plano de igualdad propiamente
dicho, como sí que ocurre con los trabajadores autónomos. De ahí que la vía
judicial a la que se ha de acudir para la resolución de las discrepancias entre
los autónomos dependientes y sus empresas sea la social y que se haya
previsto el recurso al arbitraje como medio de solución de tales conflictos.

En el caso de los conflictos entre los funcionarios públicos y las Admi-
nistraciones Públicas consideramos que estos también deben estar incor-
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porados en esta obra, pues la remisión al arbitraje efectuada en la norma
por el legislador guarda múltiples similitudes con respecto a las realizadas
en la legislación laboral. Esta circunstancia ha ocasionado que nuestros
agentes sociales traten de proporcionar una respuesta a tales discrepancias,
lo que, sin duda, constituye un motivo de análisis.

Este trabajo no trata de instituir al arbitraje como el único medio de
solución de conflictos, pues es cierto que cuenta con una serie de limitacio-
nes, pero también cuenta con un listado de ventajas. Por todo lo expuesto,
se ha realizado un estudio pormenorizado de la institución arbitral, la cual
se encuentra dispersa en la legislación, con la intención de que la presente
obra sirva para aproximar dicho mecanismo a todas aquellas personas inte-
resadas en él. Además, servirá para analizar los aspectos que adolecen de
alguna deficiencia y que, por tanto, pueden ser mejorados, poniendo de
manifiesto aquellas cuestiones que, a nuestro juicio, deben ser mantenidas
por sus bondades.

INTRODUCCIÓN: OBJETO DEL ESTUDIO
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2.2.

10.  
11.  

CRUZ VILLALÓN, J.: Los conflictos laborales…, op. Cit., p. 18.
BALLESTER PASTOR, M. A., El arbitraje laboral, Ministerio de Trabajo y Seguridad
Social, Madrid, 1993, pp. 32 y ss. En tal sentido la autora señala que «se entiende por
conflicto de intereses aquel que surge de la negociación. Se trata de un enfrentamiento
en torno al cuerpo normativo que regirá las relaciones laborales en el futuro».

JURÍDICOS Y DE INTERESES

En lo que hace al objeto del conflicto, los arbitrajes se pueden clasificar
en jurídicos o de intereses, dependiendo de si estos versan sobre la aplica-
ción o interpretación de una norma o sobre la creación o la modificación de
la misma.

Para una mayor comprensión, convendría aclarar que el conflicto jurí-
dico es aquel que se produce sobre un derecho ya preestablecido o recono-
cido en cualquier disposición con carácter previo y, por tanto, solo cabe la
interpretación o la aplicación de ésta en relación al caso concreto. Ahora
bien, la referencia a la norma se efectúa en un sentido amplio, por lo que
puede tratarse, por ejemplo, del contrato, del convenio o de una norma con
valor de ley 10. En este tipo de supuestos, al tratarse de un conflicto jurídico,
el arbitraje recibirá la misma calificación que la de la controversia a la que
da solución.

Por su parte, cuando se habla de conflictos de intereses, económicos o
de reglamentación se puede hacer referencia tanto a la posibilidad de intro-
ducir elementos nuevos en la regulación existente como a la posibilidad de
modificarlos, aunque este hecho pueda conllevar, a su vez, la modificación
de la norma. Se trata de cambiar las condiciones que en un momento con-
creto se establecieron y que por diversos motivos se consideran que nece-
sitan de un reajuste, de manera que se creen normas nuevas que puedan ser
aplicadas a los interesados. Dicho en otros términos, esta clasificación puede
consistir en la introducción de una regla nueva en la relación jurídica labo-
ral 11. Por ello, el arbitraje en equidad es el que da respuesta a este tipo de
discrepancias, en cuyo caso lo que se pretende es introducir reglas nuevas
a aquellas con las que ya se contaban en la organización de que se trate.

Ahora bien, un arbitraje puede resolver al mismo tiempo conflictos jurí-
dicos y conflictos de intereses, por lo que previamente conviene establecer
unas claves para poder diferenciarlos. En concreto, se trataría de determinar
si existe o no el presupuesto jurídico, puesto que esto se convierte en un
requisito en el caso de los conflictos jurídicos, mientras que no tiene por qué
existir en el caso de los de intereses.

Todo ello, sin perjuicio de que la aplicación posterior de esta norma se
lleve a cabo de forma individual. También resulta posible la elaboración de

CAPÍTULO I. CONCEPTOS Y CATEGORÍAS
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12.  

13.  

14.  

Al respecto, CRUZ VILLALÓN, J., Los conflictos laborales y los mecanismos…, op. Cit.,
p. 10 de la versión digital.
SANGUINETI RAYMOND, W., La mediación en los conflictos colectivos de trabajo,
Mediación: un método de ? conflictos: estudio interdisciplinar, González-Cuéllar
Serrano, N., Sanz Hermida, A. M. y Ortiz Pradillo, J. C. (Coords.), Colex, Madrid, 2010,
p. 251.
VIDA SORIA, J., La distinción entre conflictos sobre derechos y conflictos sobre intereses en
la problemática general de los conflictos colectivos de trabajo, Quince lecciones sobre con-
flictos colectivos de trabajo, A.A.V.V., Universidad de Madrid, Madrid, 1968, p. 42.

2.3.

la norma entre dos sujetos individuales como, por ejemplo, el trabajador y
la empresa con la finalidad de pactar sus condiciones laborales o entre el
trabajador autónomo económicamente dependiente y la empresa cliente
para establecer las condiciones de la actividad profesional. Esta idea bien
podría estar residenciada en el hecho de que el empleado puede acordar
directamente con su empleador una serie de mejoras en sus condiciones de
trabajo o de modificaciones en lo pactado con anterioridad entre ambos, al
igual que pueden instarse cambios en el contrato entre la empresa cliente y
el trabajador autónomo económicamente dependiente 12. Por tanto, no cabe
la menor duda de que puede coincidir que la institución arbitral resuelva
un conflicto de intereses que sea a su vez individual, del mismo modo que
puede ser colectivo.

Por otra parte, los conflictos individuales también pueden ser conflictos
jurídicos y así sucede cuando se produce una controversia entre las dos
partes en cuanto a la interpretación o aplicación de la norma, con indepen-
dencia de la calificación que ésta reciba13. Por ello, no parece plantear nin-
guna duda la combinación arbitraje jurídico individual, por versar el objeto
del mismo sobre la norma preexistente 14.

VOLUNTARIOS Y OBLIGATORIOS

El grado de interés manifestado por los sujetos protagonistas del con-
flicto en torno a la elección de la institución arbitral como medio de solución
de las controversias es lo que convierte a dicho en medio en voluntario. De
esta forma, adquiere tal categoría el arbitraje que se lleva a cabo por el ejer-
cicio de la autonomía de los sujetos afectados por la discrepancia de que se
trate, exigiéndoles, además de la pertinente legitimación, que suscriban el
correspondiente compromiso arbitral.

Dicho en otras palabras, se acude a este mecanismo a través del acuerdo
de aquellos sujetos que tienen la capacidad y la legitimación suficiente para
dejar la resolución del conflicto en manos de un tercero, consiguiendo que
sea éste el que la proporcione en lugar de alcanzarlo por ellos mismos. En
este sentido, se configura al arbitraje como un procedimiento autónomo, lo
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15. MANRIQUE LÓPEZ, V. F., El arbitraje laboral. Un nuevo enfoque jurídico, Las medidas
preventivas de conflictos jurídicos en contextos económicos inestables, Abel Lluch, X.
(coord.), Bosch, J.M., Barcelona, 2014, p. 249.

que comporta que han sido las partes las que han manifestado que en aque-
lla situación a la que no consiguen dar una solución, sea un árbitro quien lo
haga en su lugar.

Se considera arbitraje obligatorio a aquel en el que las partes no han
manifestado, a través de la suscripción del correspondiente compromiso
arbitral, su voluntad de acudir a dicha institución para solucionar sus con-
troversias. Puede ocurrir que sea una sola de éstas la que no desee acudir a
la citada institución o que, incluso, no sean ninguna de las dos y, sin
embargo, se encuentra/n constreñidas a ello.

Si bien, esta situación se produce por imperativo legal, o lo que es lo
mismo, porque una norma así lo haya establecido. Se trata de una habilita-
ción normativa prevista en el sistema de relaciones laborales español. Sin
embargo, su previsión no obsta para que sea considerada como una cate-
goría residual, pues son escasas las manifestaciones de la misma con las que
contamos en el ordenamiento jurídico laboral.

De hecho, tan solo son cuatro los supuestos en los que la ley impone a
una parte o las dos que la solución a su conflicto se produzca a través de la
institución arbitral. Se trata de los siguientes: el arbitraje en materia electo-
ral, el arbitraje en los casos de huelga que causen un grave perjuicio a la
economía nacional, el arbitraje en los procedimientos de inaplicación de las
condiciones de trabajo y el arbitraje en el procedimiento concursal. En las
dos primeras tipologías, se aprecia cómo ambas partes se ven privadas de
su autonomía, mientras que, en las dos últimas, es la decisión de una de
ellas la que fuerza el sometimiento al mencionado arbitraje.

La tercera tipología arbitral se configura en la norma como la imposición
de una sola de las partes de la relación laboral —la empresarial— a la otra
—la asalariada—, como sucede con el arbitraje en los casos de inaplicación
del convenio colectivo o, incluso, en el arbitraje practicado durante el pro-
cedimiento concursal. En todo caso, la obligatoriedad sobre dicho meca-
nismo proviene de lo dispuesto en la norma, o lo que es lo mismo, se podría
afirmar que tiene un anclaje legal 15.

Este tipo de arbitrajes constituye una excepción, en tanto que la clasifi-
cación predominante es la voluntaria y tan solo son cuatro los ejemplos que
encontramos en el sistema de relaciones laborales. Ello, se debe a que la
decisión de instar el arbitraje corresponde íntegramente a los sujetos pro-
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3.

16.  BOE de 31 de octubre de 2015.

tagonistas del conflicto. Eso sí, una vez que han tomado la decisión de acu-
dir a dicho mecanismo sí que dejan en manos del árbitro su autonomía, en
tanto que él decidirá por aquellas por delegación expresa.

En el supuesto de los arbitrajes obligatorios, al contrario de lo que sucede
en los voluntarios, no hay ningún compromiso arbitral suscrito por los
sujetos afectados por la discrepancia. Si bien, no todos los que se encuentran
incluidos en esta modalidad tienen el mismo grado de aceptación por parte
de los titulares de los intereses en contraposición, pues ciertas subclasifica-
ciones, como el arbitraje en materia electoral, gozan de cierta popularidad
en el ámbito laboral.

CONFLICTOS EXCLUIDOS

No todos los conflictos pueden ser sometidos a la competencia del árbi-
tro, pues existen una serie de materias que, por razón de orden público, no
pueden ser sometidas a su consideración. Se trata de aquellos supuestos en
los que el objeto de la controversia no puede ser objeto de transacción.

En tal sentido, se entiende que quedan excluidos del ámbito de aplica-
ción del arbitraje los conflictos que versen sobre cualquier aspecto relativo
a la Seguridad Social, ya sea por falta de cotización a la misma, por la apli-
cación de una base inferior a la correspondiente, por el no reconocimiento
de cualquiera de las prestaciones contempladas en el Real Decreto Legisla-
tivo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de
la Ley General de la Seguridad Social —en adelante, TRLGSS—, entre
otras 16. Todos estos supuestos, así como el resto que se pueden plantear
entre el trabajador y la empresa con respecto a la protección social no pue-
den ser sustanciados a través de los medios de solución de conflictos, per-
tenecientes o regulados por el Derecho del Trabajo, pues en ellos concurre
una institución de Derecho Público y las reglas aplicables serían la de esta
rama del ordenamiento.

Del mismo modo, se han de entender excluidas aquellas controversias
en las que sean parte las Comunidades autónomas, las entidades locales o
las de Derecho Público con personalidad jurídica propia vinculadas o
dependientes de los mismos, pues en tales supuestos las normas aplicables
serían las relativas al Derecho Administrativo. De hecho, el art. 112 de la
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de
las Administraciones Públicas —en adelante, LPAC— prevé la ley sustituya
el recurso de alzada o de reposición, en supuestos o ámbitos sectoriales
determinados, por el arbitraje —además de por la conciliación o la media-
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18.  

19.  

BOE de 2 de octubre de 2015.
ALFONSO MELLADO, C. L.: Novedades en materia de arbitraje y experiencias en el Tri‐
bunal de Arbitraje Laboral de la Comunidad Valenciana, Fundación SIMA, Madrid, 2011.
MOLINA NAVARRETE, C., «Procedimientos autonómicos de solución extrajudicial
de conflictos laborales: balance de convergencias y divergencias 30 años después»,
Temas laborales: Revista andaluza de trabajo y bienestar social (Ejemplar dedicado a:
Monográfico sobre mediación y arbitraje en la resolución de los conflictos laborales),
núm. 154, 2020, p. 82.

4.

ción—, el cual será llevado a cabo por órganos colegiados o Comisiones
específicas, lo que significa que debe ser el legislador el que establezca dicha
circunstancia 17.

En todo caso, dicha práctica se alejaría de la materia objeto del pre-
sente estudio, siempre que la norma que establezca la sustitución de la
tramitación del recurso por un arbitraje esté vinculada a una prestación
de servicios de un empleado con la Administración. Por tanto, todo lo
que se aparte de ello no puede ser considerado como conflictos incluidos
en este estudio.

VENTAJAS FRENTE A LOS DEMÁS CAUCES

El arbitraje laboral ha sido durante un largo período de tiempo un gran
desconocido para los sujetos de las relaciones de trabajo, hasta que a partir
de la reforma laboral de 1994 se han ido poniendo de manifiesto sus bon-
dades. Las ventajas que puede ofrecer el arbitraje son múltiples y sería inte-
resante que éstas se pusieran de manifiesto a efectos de potenciar este
método extrajudicial de resolución de conflictos.

Un importante sector de la doctrina las ha clasificado en torno a dos
bloques, siendo el primero de ellos el relativo a los aspectos procedimen-
tales y, el segundo, el que se relaciona con la solución de fondo 18. Si bien,
estas diferencias no son independientes, sino que entroncan con los princi-
pios que definen al arbitraje, puesto que al fin y al cabo son características
con las que cuenta dicho método y que, en todo caso, se van a subclasificar
en cada uno de los siguientes apartados.

Sin duda, una de las ventajas que presenta el arbitraje frente a la solución
del conflicto en sede judicial es que el primero alivia la carga del
segundo 19. De ahí que su consideración haya sido la de un medio alterna-
tivo, pues al recaer sobre el árbitro la competencia para conocer no solo
conflictos de intereses, sino también jurídicos, se ha podido descongestionar
a través de tal fórmula a la —tan saturada— Administración de Justicia. Por
tanto, puede coadyuvar en la excesiva judicialización de los conflictos labo-
rales.
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20.  
21.  

22.  

ALFONSO MELLADO, C. L.: Novedades en materia de arbitraje…, op. cit.
ALFONSO MELLADO, C. L., «Algunas consideraciones en torno al arbitraje laboral»,
Revista de Treball, Economia i Societat, núm. 22, 2001, p. 27
DURÁN LÓPEZ, F., «Medios de solución no jurisdiccionales de los conflictos labo-
rales», Revista española de derecho del trabajo: Civitas, núm. 41, 1990, pp. 27-36.

Una de las ventajas que presenta el arbitraje frente al proceso es que
aquel puede conocer todo tipo de conflictos, sean de intereses o no, a dife-
rencia de lo que ocurre con la jurisdicción social a la que le están vedados
los primeros debido a que se escapan de la competencia del juez o tribunal.
Por tanto, será ésta la instancia idónea para resolver ese tipo de discrepan-
cias.

Asimismo, otra de las ventajas que presenta el arbitraje es la de la agi-
lidad en el proceso, dado que el diálogo entre las partes y de éstas con el
árbitro se promueven intensamente en este medio, a diferencia de la rigidez
que caracteriza el proceso judicial 20. Lo cierto es que el proceso en el orden
social no suele ser excesivamente lento como sí que ocurre en otros órdenes
como el civil, pero aun así no tiene parangón con el plazo máximo que tar-
daría un árbitro en dictar su laudo que, dependiendo de si se trata de un
arbitraje voluntario o no, podrían incluso ser las partes las que le indicasen
el plazo máximo de resolución al tercero imparcial. En el caso de formar
parte de la clasificación de dicha institución en su modalidad obligatoria,
el período en el que se dictará el laudo puede ser breve o brevísimo, dado
que, por ejemplo, en el arbitraje en elecciones a representantes de los tra-
bajadores en la empresa el plazo que la norma concede al árbitro para que
dicte su resolución será de tres días.

Por ello, el arbitraje se caracteriza por la celeridad con la que el árbitro
va a pronunciarse sobre el conflicto, dado que cuando se acude a esta vía
es porque las partes lo que buscan es la celeridad en la consecución de la
solución. Es cierto que, salvo arbitrajes puntuales, no existe un plazo con-
creto predeterminado para que se desarrolle dicha vía, lo que hará que
dependa de las necesidades que tengan las partes y del período que éstas
le indiquen. Además, la complejidad del asunto puede hacer que el árbitro
se extienda un poco más en lo que respecta a la adopción del laudo, pero
en todo caso, hablamos de tiempos breves 21. Cuenta, por tanto, el arbitraje
con carácter general con plazos más cortos, de manera que efectivamente
la controversia llegue a su fin con prontitud22. Esta característica es la que
se encontraría relacionada con el principio de eficacia, que si bien se puede
dar también en otros métodos alternativos, lo cierto es que sumados todos
los elementos propios del arbitraje, es fácilmente identificable cuando se
trata del arbitraje.

LOS ARBITRAJES LABORALES

54



2.4.

312.  STS de 6 de mayo de 2019 (RJ 2019, 2876). El Alto Tribunal recuerda en el F.J. 4º de la
Sentencia que los convenios colectivos estatutarios, de conformidad con el art. 37.1
CE, tienen eficacia general y disponen de «una eficacia normativa privilegiada que alcanza
y obliga no solo a los negociadores y a los representados por ellos, sino a muchos trabajadores
y empresarios que ni participaron en la negociación ni tampoco estaban representados por los
negociadores, pero no por ello se pueden incluir en dicho ámbito de aplicación a entidades
públicas, tales como entidades locales, municipios y diputaciones provinciales, que ni han
participado, ni han estado representadas en la negociación del convenio, por lo que resultaría
ilegal y contraria a las previsiones del art. 82 ET la extensión a las mismas de sus efectos». A
mayor abundamiento, en el F.J 5º el Tribunal invita al Ayuntamiento en cuestión a
que suscriba su propio convenio colectivo y que, en defecto de dicha norma, acuda a
los mecanismos de adhesión o extensión dispuestos en el art. 92 ET. En el mismo
sentido, F.J. 3º de la STS de 9 de julio de 2020 (RJ 2020, 3196).

2.5.

ACTO DE ADHESIÓN A LOS ACUERDOS DE SOLUCIÓN DE
CONFLICTOS

El art. 4.4 ASAC ha previsto la inclusión del personal laboral previo
acuerdo de adhesión. Es cierto que otros acuerdos de solución de conflictos
como el andaluz ni tan siquiera han incorporado dicha exigencia a su arti-
culado. Sin embargo, tratándose de un colectivo sujeto a limitaciones y en
el que, por ende, concurren una serie de peculiaridades, no cabe duda de
que la exigencia de un acto de adhesión sea la opción más idónea.

El motivo por el que se exige tal acuerdo no es otro que los sujetos que
han suscrito el acuerdo (o los acuerdos) interprofesional, que son las orga-
nizaciones sindicales más representativas a nivel estatal, según lo dispuesto
en el art. 6 LOLS, y las asociaciones empresariales con igual consideración.
Sin embargo, en el sector público, para el personal laboral, dicha represen-
tación no tiene por qué concurrir en los mismos sindicatos, sino que pueden
ser otras totalmente distintas. Por tanto, la mera aplicación o extensión
podría conculcar el principio de correspondencia 312.

En todo caso, el art. 92.1 ET otorga la competencia para llevar a cabo el
acto de adhesión a las partes legitimadas para negociar. Entendemos que
las mismas son las organizaciones sindicales más representativas, según lo
dispuesto en el art. 2.2, d LOLS, ya sea en el ámbito estatal o de Comunidad
autónoma o las que aun no teniendo la consideración de más representati-
vas hayan obtenido, en un ámbito territorial y funcional específico, el 10 por
100 o más de delegados de personal y miembros de comité de empresa y
de los correspondientes órganos de las Administraciones públicas.

COMPROMISO ARBITRAL

La cuestión sería si el compromiso arbitral nos sirve para establecer un
arbitraje cuando como paso previo debía llevarse a cabo el acto de adhesión.
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313.  

314.  

Laudo Paradores de Turismo de España SA, de 30 de Octubre de 2003, BOE de 11 de
diciembre de 2003 &ndash;Resolución de 24 de noviembre de 2003, de la Dirección
General de Trabajo, por la que se dispone la inscripción en el registro y publicación
del Laudo de 30 de octubre de 2003, referente al art. 61.4 del Convenio Colectivo de
la empresa Paradores de Turismo– y Laudo laudo del Banco de España, de 23 de
diciembre de 2019, BOE de 7 de enero de 2020 &ndash;Resolución de 23 de diciembre
de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el laudo
del Banco de España–.
Art. 8 y ss. LRJSP.

2.6.

La respuesta podría ser positiva, sobre todo si se revisan las experiencias
en torno a los arbitrajes llevados a cabo en el ámbito del sector público. En
tal sentido, basta con recordar el laudo dictado para el personal laboral en
experiencias como la acontecida en el arbitraje llevado a cabo en Paradores
de Turismo o el que afectó al Banco de España 313.

En el primer arbitraje, las partes habían solicitado una mediación con
carácter previo, la cual finalizó con el acuerdo de someter el conflicto a un
arbitraje. A continuación, formalizaron el compromiso arbitral en el que le
solicitaban al árbitro que se pronunciase sobre las discrepancias —de carác-
ter jurídico— entre la representación de la empresa y la de los trabajadores
en torno a la validez y aplicación de un artículo del Convenio colectivo de
Paradores de Turismo.

En el segundo de los ejemplos, en la suscripción del laudo se solicitó al
árbitro que conociese acerca del conflicto existente entre las partes, que
consistía en la determinación del sistema de nombramiento de cargos del
Comité Nacional de Empresa del Banco de España, pues había un empate
entre las fuerzas sindicales que concurrían al proceso.

DESIGNACIÓN DEL ÁRBITRO

Al producirse el acto de adhesión con respecto al Acuerdo interprofe-
sional estatal y los correspondientes autonómicos que hayan incorporado
este tipo de conflicto a su ámbito de aplicación, la designación del árbitro
se producirá conforme a las reglas establecidas en dichos pactos o acuerdos.
Entendemos que los sujetos legitimados para designar al árbitro deberán
llevarse a cabo de mutuo acuerdo entre las partes.

En el caso de la parte empleadora, entendemos que lo podrá hacer el
órgano administrativo competente (si se trata de una Administración), res-
ponsable de la entidad pública o de derecho privado o la persona en quien
éste delegue. Debiendo recurrir a las fórmulas reguladas en la LRJSP para
la delegación de competencias 314.
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315.  MARÍN ALONSO, I., «La estructura de la negociación colectiva…», op. Cit., p. 732.
La autora considera que las reglas de legitimación que se determinan en el art. 87 ET
condicionan la libertad de negociación en el ámbito de la Administración.

2.7.

3.

En representación del personal laboral, tendrán la facultad de designar
al árbitro junto con la otra parte las organizaciones sindicales. Sobre el par-
ticular, el ASAC en su art. 14.3 se limita a señalar que «tendrán legitimación
para instar la mediación (recordemos que el art. 21 ASAC, relativo al arbi-
traje, remite al art. 14) quienes determine la normativa de aplicación». Por
tanto, al tratarse de un procedimiento que viene a sustituir a la negociación
colectiva y además a nivel sectorial, pues la legitimación, de conformidad
con el art. 87.2 ET la ostentan las representaciones sindicales 315.

PROCEDIMIENTO ARBITRAL

El procedimiento arbitral en el caso del personal laboral, con indepen-
dencia de su calificación, se puede llevar a cabo a través de los acuerdos
interprofesionales, siempre que se haya suscrito el correspondiente acuerdo
de adhesión. En el caso de que no se haya suscrito el acto de adhesión, se
deberá valorar el tipo de personal laboral de que se trate, pues en el caso de
que se encuadren en la denominación de personal al servicio de las Admi-
nistraciones públicas, entonces tendrán que utilizar el cauce previsto en el
art. 69 LRJS, o lo que es lo mismo, agotar la vía administrativa previa.

Si se trata del personal laboral al servicio de una empresa privada de
titularidad pública, la remisión se hace con respecto al procedimiento esta-
blecido en el art. 17 y ss. RDLRT. Esto comporta que el arbitraje se llevaría
a cabo ante el servicio administrativo competente en función del ámbito. En
función del ámbito del sector, será competente bien el servicio administra-
tivo dependiente del Ministerio de Trabajo y Economía Social o del órgano
autonómico correspondiente, o bien el servicio interprofesional. Esto es,
como quiera que se trata de una competencia que actualmente ha sido asu-
mida por una buena parte de los sistemas de solución de conflictos auto-
nómicos, tal y como ocurre en Andalucía, se podrá tramitar ante el servicio
que lo gestione. Asimismo, se tendrá que plantear la demanda de procedi-
miento de conflicto colectivo, de conformidad con el art. 19 RDLRT y 153
LRJS.

ARBITRAJE EN EL CASO DE LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS

El concepto de funcionario público está definido en el art. 9.2 TREBEP
como aquellos empleados sobre los que recae el ejercicio de las funciones
que impliquen la participación directa o indirecta en el ejercicio de las
potestades públicas o en la salvaguarda de los intereses generales del
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316.  

317.  

Resulta del todo irrelevante determinar la diferencia entre funcionarios interinos y de
carrera, según los arts. 9 y 10 del TREBEP.
Véase, GARCÍA BLASCO, J., «Crisis económica, Reforma Laboral y reordenación del
contrato de trabajo: entre el fomento de la contratación indefinida y la preocupación
por el empleo», Revista del Ministerio de Empleo y Seguridad Social: Revista del
Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social, núm. 100, 2012 (Ejemplar
dedicado a: Reforma laboral de 2012), p. 54. El autor explica que existe un «monopolio
sindical» en el Estatuto Básico que deja fuera de la negociación a la representación
estatutaria –unitaria–.

3.1.

Estado y de las Administraciones Públicas a quienes corresponden en
exclusiva 316.

PARTES EN CONFLICTO

Al tratarse de conflictos colectivos queda claro que las partes protago-
nistas de los mismos, ya sea de uno o de otro lado de la relación, han de
representar los intereses de una colectividad o pluralidad de personas. En
este caso, en un flanco se encuentra la Administración, entidad de Derecho
Público con personalidad jurídica que estará representada por órganos
administrativos y, en el otro, se encontrarán los representantes de los fun-
cionarios públicos.

El TREBEP se encarga de definir de una forma que podría calificarse casi
de minuciosa quienes son esas partes protagonistas del conflicto que pue-
den acudir a un arbitraje, aunque, en realidad, no lo haga el legislador de
esa forma tan explícita. Más bien lo contrario, puesto que la intención es la
de regular la negociación y los sujetos legitimados para ello. Sin embargo,
la norma aprovecha la redacción dada a los arts. 38.7 y 45 TREBEP sobre los
sujetos legitimados para negociar para hacer un paralelismo con los que
pueden suscribir el compromiso arbitral. Estos son, los mismos que han
contado con la legitimación para negociar los pactos y acuerdos. De ahí que
el art. 45 TREBEP se refiera a «las organizaciones sindicales a las que se
refiere el presente capítulo» como aquellas con capacidad para crear, con-
figurar y desarrollar los sistemas en los que se incluirá el arbitraje.

Ahora bien, la representación de los funcionarios públicos, que puede
ser tanto la estatutaria como la sindical, aunque solo es la segunda la que
podría suscribir el compromiso arbitral. Esto se debe a que se trata de cues-
tiones diferentes, de un lado está la representación y, de otro, la legitimación
para negociar acuerdos y pactos o suscribir un compromiso arbitral. Por
ello, obviamos la primera de las clasificaciones, reguladas en el art. 39 TRE-
BEP y nos centramos en exclusiva en las organizaciones sindicales que
cuentan con los requisitos 317.
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El arbitraje se regula en la legislación laboral como un medio de composición de conflictos 
de particular complejidad en su diseño jurídico. Además, presenta una amplia variedad de 
modalidades, cada una de ellas con un régimen jurídico parcialmente diferenciado: arbitrajes 
voluntarios de resolución de conflictos colectivos, regulados vía acuerdos interprofesionales; 
arbitrajes voluntarios colectivos en el ámbito del sector público, tanto para el personal laboral 
como para los funcionarios públicos; arbitraje voluntario de resolución de conflictos indivi-
duales; arbitraje voluntario de los trabajadores autónomos, especialmente de los autónomos 
económicamente dependientes; arbitraje obligatorio en materia de control de la legalidad del 
procedimiento de elección de representantes de los trabajadores en la empresa; arbitrajes 
de inaplicación de lo pactado en convenios colectivos; arbitrajes en casos de huelgas con 
afectación grave al interés general; arbitraje en el marco del procedimiento arbitral.
La presente monografía analiza el conjunto de las modalidades arbitrales, con una preten-
sión de efectuar un diagnóstico de conjunto del arbitraje y en clave comparativa de cada 
una de sus modalidades, destacando los aspectos más problemáticos de su aplicación 
práctica. Ello se lleva a cabo con estudio de los diferentes elementos de su regulación 
jurídica: sujetos y protagonistas del procedimiento arbitral, compromiso arbitral en el caso 
de los arbitrajes voluntarios y mecanismo de inicio en el caso de los obligatorios, materias 
objeto de los diferente arbitrajes, procedimiento y garantías de desarrollo, eficacia jurídica 
del laudo, vías de impugnación judicial de lo acordado a través del laudo. En términos 
conclusivos se destacan insuficiencias de la regulación, así como vías de fomento de los 
procedimientos arbitrales, a la vista de las ventajas que proporciona ante determinadas 
discrepancias laborales.
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